
 
  Documento

 
Título: A ciento cincuenta años de la instauración de la justicia contencioso-administrativa en la Constitución de la provincia de Buenos Aires de 1873
Autor: Perrino, Pablo E.
Publicado en: RDA 2023-150, 3
Cita: TR LALEY AR/DOC/2569/2023

Sumario: I. Antecedentes de la instauración de la justicia contenciosoadministrativa en la provincia de Buenos Aires.— II. La Constitución de 1873 y el nacimiento de la justicia contencioso-administrativa.— III. Las reformas constitucionales de 1889, 1934 y 1949.—
IV. La importancia del art. 156, inc. 3° de la Constitución de 1873.— V. Examen del art. 156, inc. 3 de la Constitución de 1873.— VI. La reforma constitucional de 1994.— VII. Conclusión.

I. Antecedentes de la instauración de la justicia contencioso-administrativa en la provincia de Buenos Aires
Este año se cumplen 150 años de la sanción de la Constitución de la provincia de Buenos Aires de 1873 (1), por la cual se instauró la justicia contencioso-administrativa, y 20 años de la puesta en marcha del fuero contencioso-administrativo en el ámbito bonaerense. Por tal

motivo, estimamos que es una buena ocasión para efectuar un examen histórico acerca de su origen y desarrollo.
Para emprender el abordaje del tema indicado y comprender la trascendencia de la reforma emprendida por los constituyentes de 1870-1873 y su posterior evolución y proyección, es conveniente comenzar por efectuar una breve referencia a la situación imperante en la materia en

los tiempos previos inmediatos a la sanción de la Constitución de 1873.
Para ese entonces regía la Constitución que el Estado de Buenos Aires, separado de la Confederación Argentina, había aprobado el 11 de abril de 1854 (2). Dicho cuerpo normativo asignaba la competencia para el juzgamiento de ciertos conflictos contencioso-administrativos a un

tribunal especial, ubicado en el ámbito del Poder Judicial, que debía ser regulado por el legislador. Así el art. 129, incluido en la sección sexta dedicada al Poder Judicial, establecía: "Las causas contenciosas de Hacienda y las que nacen de los contratos entre particulares y el
Gobierno (3), serán juzgadas por un tribunal especial cuyas formas y atribuciones determinará la ley de la materia" (4).

A diferencia de lo que más adelante dispondrá la Constitución de 1873, no se asignó la competencia contencioso-administrativa al órgano máximo de la estructura judicial (5), sino a un tribunal especial que debía crearse al efecto y que nunca se constituyó (6).
A pesar de lo dispuesto en el citado art. 129 de la Constitución, poco tiempo después de constituidas las autoridades provinciales en 1854, la Comisión de Legislación del Senado de la provincia elaboró un proyecto de ley para la creación de un Consejo Consultivo del Poder

Ejecutivo, integrado por varios letrados que debían ser designados por aquel, con competencia para intervenir y resolver las causas contenciosas de Hacienda (7).
Como dice Bosch, esto hubiera significado un claro retroceso y volver al régimen de la dominación española y en especial a la Ordenanza de los Intendentes (8).
El proyecto fue rechazado por 16 votos contra 4 en el entendimiento de que, como lo señalaron los senadores Villegas, Anchorena y Torres, en virtud del art. 129 de la Constitución, "todo asunto contencioso en materia de hacienda es judicial" (9). De tal modo, el intento de volver

a un sistema de justicia retenida no tuvo éxito (10). Se impuso el principio judicialista (11).
Tres años más adelante, al aprobarse la ley 166 (12), de organización del Superior Tribunal de Justicia, en el art. 9°, inc. 1°, se determinó que, mientras no se creara el tribunal especial previsto en el citado art. 129 correspondía al Superior Tribunal de Justicia conocer de todo

recurso de apelación que se interpusiere contra resoluciones del Gobierno en asuntos con particulares (13). Es así como, las causas contencioso-administrativas debían ser resueltas, en primera instancia, por el Poder Ejecutivo y en segunda y última instancia, por el Superior Tribunal
en pleno (14).

Como señala Diaz Couselo, "si bien en cuanto a la materia esta ley es más amplia que la norma constitucional, lo cierto es que no se cumplió lo dispuesto en la ley fundamental de la provincia y sufrió una larga demora el traslado de la jurisdicción contencioso-administrativa del
ámbito del Poder Ejecutivo al Poder Judicial, pues este, en virtud de la ley de 1857, se limitaba a intervenir por la vía del recurso de apelación, es decir, sin jurisdicción plena, pero con relación a toda resolución 'en asuntos con particulares', es decir con un mayor ámbito de aplicación
que el establecido en el art. 129 de la Constitución vigente" (15).

II. La Constitución de 1873 y el nacimiento de la justicia contencioso-administrativa
Con la Constitución de 1873 se abandonó totalmente el principio de que el Poder Ejecutivo tenía facultades jurisdiccionales en materia administrativa (16). En efecto, al regularse la competencia de la Suprema Corte de Justicia (17), en el art. 156, inc. 3° de dicha Constitución, se

estableció que "[d]ecide las causas contencioso-administrativas en única instancia y en juicio pleno, previa denegación de la autoridad administrativa competente al reconocimiento de los derechos que se gestionan por parte interesada. La ley determinará el plazo dentro del cual
podrá deducirse la acción ante la Corte y los demás procedimientos de este juicio" (18).

Esta disposición se complementó con lo establecido en el art. 218, incluido en las disposiciones transitorias, en el cual se dispuso: "En las causas contencioso-administrativas, la acción debe deducirse ante la Suprema Corte en el perentorio término de un mes contado desde la
fecha en que la autoridad administrativa hizo saber su resolución a la parte interesada" (19).

Como puede advertirse, en el art. 156, inc. 3 se determinó en forma categórica la intervención exclusiva de un órgano judicial de manera originaria para intervenir en los conflictos contenciosos administrativos. Ya no corresponderá al Gobierno, como ocurría bajo el régimen de la
ley 166, la resolución en primera instancia de los reclamos de los particulares, sino a la Suprema Corte de Justicia en única y exclusiva instancia.

Se afirmó de este modo el modelo judicialista de enjuiciamiento de la Administración, que la Constitución de 1854 ya había adoptado, pero que el legislador nunca implementó (20).
Cabe recordar que este modelo judicialista (21), ya había sido receptado por la Constitución nacional de 1853, la cual prohibió terminantemente en el art. 92 al presidente de la Nación "ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de las causas pendientes o restablecer

las fenecidas" y dispuso en el art. 97 la competencia de la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la Confederación en "los asuntos en que la Confederación sea parte".
El modelo judicialista también fue adoptado por todas las constituciones provinciales aprobadas con posterioridad a la Constitución nacional de 1853, en cuyo art. 5° se disponía la obligación de cada provincia de dictar para si una constitución bajo el sistema representativo

republicano de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución nacional, y que asegure su administración de justicia (22).
Lamentablemente, poco es lo que se conoce acerca de la redacción de la cláusula constitucional del art. 156, inc. 3° de la Constitución provincial de 1873, debido a la inexistencia de la versión taquigráfica de la parte del debate, ocurrido en la sesión del 20 de junio de 1873 de la

Asamblea Constituyente, en la cual se examinó el despacho sobre el Poder Judicial (23).
Lo que sí sabemos es que la norma que finalmente se aprobó no coincide y es muy diferente del artículo en el que se establecían las competencias del Superior Tribunal de Justicia proyectado por la comisión nombrada por la convención constituyente para redactar la parte de la

constitución dedicada al Poder Judicial (24). Este artículo que integró el proyecto de constitución que fue presentado en la 6° sesión ordinaria del 15 de junio de 1871 (25), con el número 192, decía: "El Superior Tribunal de Justicia, conocerá originaria y exclusivamente en las causas
de competencia o conflicto entre los otros poderes públicos de la provincia.

"El Superior Tribunal tendrá también jurisdicción originaria y de apelación, para dirimir las demandas que se dirijan contra la provincia por individuos o compañías particulares, por razón de alguna Ley de la Legislatura o reglamento ejecutivo que viole derechos garantidos por la
Constitución provincial; como también en los casos ocurrentes con motivo de contratos celebrados entre particulares y alguno de los Poderes Administrativos de la provincia. En los casos mencionados en este artículo, uno de los Jueces del Superior Tribunal conocerá en primera
instancia y los demás en apelación" (26).

El texto base de la disposición que a la postre se sancionó como el art. 156, inc. 3, de la Constitución de 1873 y que revela un calificado nivel técnico para la época, es el que aparece en el párr. 4° del art. 174 del "Despacho de la última Comisión del Poder Judicial", cuya
integración era diferente respecto de la Comisión que había redactado el proyecto original (27).

III. Las reformas constitucionales de 1889, 1934 y 1949
Al revisarse la Constitución de 1873 por los convencionales de 1889, y en lo que concierne a la temática que nos convoca, se introdujeron dos reformas cuyo objetivo inequívoco fue ampliar la protección de los derechos de las personas frente a la Administración.
La primera de ellas se produjo en el art. 157, inc. 3° que contemplaba la competencia de la Suprema Corte de Justicia para juzgar las causas contencioso-administrativas. Este artículo repitió el texto del art. 156, inc. 3 de la Constitución de 1873, pero con un agregado muy

importante consistente en intercalar la referencia a la demanda por retardación no contenida en el anterior.
De tal modo, con la reforma mencionada, el art. 157, inc. 3° pasó a establecer que la Suprema Corte "[d]ecide las causas contencioso-administrativas en única instancia y en juicio pleno, previa denegación o retardación de la autoridad administrativa competente..." (28).
La retardación es lo que con el tiempo se denominará silencio negativo de la administración, que no es otra cosa más que la ficción legislativa de que se dictado un acto administrativo denegatorio de lo peticionado, lo cual le confiere al administrado la opción de continuar la

defensa de sus derechos en la órbita judicial o aguardar que la Administración resuelva (29).
La finalidad de la demanda por retardación o silencio negativo fue la de paliar la situación de indefensión que generaba la concepción revisora de actos administrativos del proceso contencioso-administrativo, ante el incumplimiento de las autoridades administrativas de su deber

de responder (30).
La otra reforma que se realizó, por impulso del constituyente Luis V. Varela, fue la incorporación en el art. 159 de la facultad de la Suprema Corte de Justicia, en las causas contencioso-administrativas, de mandar a cumplir directamente sus sentencias por las oficinas o empleados

respectivos, si la autoridad administrativa no lo hiciere dentro del plazo de sesenta días de notificado el fallo, con el agregado de que los empleados serán responsables por la falta de cumplimiento de las disposiciones de la Suprema Corte (31).
Es interesante destacar que, mientras en el citado art. 159 se dispuso el efecto ejecutorio de las sentencias de condena y la consecuente responsabilidad de los funcionarios por su incumplimiento, 11 años más adelante, en 1900, por la ley 3952 de Demandas contra la Nación, se

estatuyó el principio inverso. En efecto, el art. 7° de dicha ley estableció como regla el carácter meramente declarativo de las sentencias de condena contra el Estado nacional (32), que con el tiempo la Corte Suprema de Justicia de la Nación irá flexibilizando, en particular a partir del
conocido caso "Pietranera", fallado el 7 de setiembre de 1966 (33).

La Constitución de 1934, con un pequeño retoque de redacción, reprodujo en el art. 149 inc. 3° el texto del art. 157, inc. 3° de la Constitución de 1889 (34).
También, la reforma constitucional de 1949, de efímera vigencia, en el art. 126, inc. 3°, mantuvo, en esencia, la redacción de la Constitución de 1934 (35).
IV. La importancia del art. 156, inc. 3° de la Constitución de 1873
Como se adelantó en el inicio de este trabajo, la importancia del art. 156, inc. 3° de la Constitución de 1873 es capital en tanto es la carta de nacimiento de la justicia contencioso-administrativa en la provincia de Buenos Aires y también en nuestro país.
De tal modo, supuso un paso decisivo en la estructuración de un régimen de garantías de los administrados. Así, señalaba Luis V. Varela, en la Introducción al proyecto del Código de Procedimientos de lo Contencioso Administrativo, que la provincia de Buenos Aires fue el

primer Estado que, en la República, estableció "la jurisdicción contencioso-administrativa determinando al mismo tiempo el tribunal que debe ejercerla" (36).
Y, en la nota de remisión del proyecto de código al entonces ministro de Gobierno, Mariano A. Pinedo, del 15 de setiembre de 1903, afirmaba que fue la Constitución de 1873 la que creo la acción contencioso-administrativa como una preciosa garantía en contra de los abusos del

poder público que herían los intereses de los particulares (37).
Es interesante destacar que la casi totalidad de las constituciones provinciales que se dictaron con posterioridad a la Constitución bonaerense de 1873 siguieron el modelo allí implementado y asignaron a sus superiores tribunales de justicia la competencia originaria para resolver

las causas contencioso-administrativas (38).
La obra de los constituyentes de 1870-1873 cobra mayor relevancia si se tiene presente que el art. 156, inc. 3 se sancionó en un ambiente en el cual existían fuertes discrepancias acerca del alcance del principio de división de los poderes y el sistema de enjuiciamiento de la

administración que cabía adoptar, como así también, la posibilidad de demandar a los Estados por su condición de sujetos soberanos. Por eso, bien se ha dicho que el art. 156, inc. 3 de la Constitución de 1873 fue una norma de avanzada en la normativa nacional y extranjera al
instaurarse allí el juzgamiento judicial de las causas contencioso-administrativas a despecho de las doctrinas imperantes en el derecho continental europeo (39).

La Legislatura de la provincia de Buenos Aires fue eco de discusiones como la antes indicada en numerosas ocasiones. Ejemplo de ello es el ya mencionado intento fallido de volver a un régimen de justicia retenida que tuvo lugar con motivo del proyecto legislativo que, con la
finalidad de reglamentar el art. 129 de la Constitución de 1854, en lugar de crear el tribunal especial, preveía el establecimiento de un Consejo Consultivo del Poder Ejecutivo con facultades para resolver las causas contenciosas de hacienda.

También el Congreso nacional fue testigo de arduas discusiones acerca del sistema de enjuiciamiento del Estado recetado por nuestra Constitución, aunque a diferencia de las tuvieron lugar en la Legislatura provincial no giraron centralmente en torno a si era el Poder Judicial o la
propia Administración quien debía llevar a esa tarea, sino lisa y llanamente sobre la posibilidad de llevar a juicio al Estado.

Así lo refleja el debate legislativo de la ley 48, de jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, que fue sancionada por el Congreso de la Nación el 25 de agosto de 1863, y cuyo proyecto original, elaborado por los jueces de la Corte Suprema de Justicia de la Nación
con base en el modelo norteamericano de la "Judiciary Act" de 1789, establecía en el inc. 6 del art. 2° que los jueces federales conocería de las causas en que la Nación fuere "parte actora"; de modo que excluía de su competencia las demandas contra el Estado (40).

En el debate parlamentario de esta ley se desarrollaron dos posturas antagónicas. La primera, defendida por legisladores de la talla de Elizalde y Gorostiaga, sostenía que la Nación no podía ser demandada judicialmente ya que ello contrariaba el principio de independencia de los
poderes y que si se lo admitiera se llegaría a la omnipotencia o tiranía del Poder Judicial. Además, se afirmaba que el art. 100 de la CN (actual 116), que determina la competencia de la justicia federal en los asuntos en que la Nación es parte debía entenderse que se refería solo a los
pleitos en los cuales aquella obraba como parte actora, puesto que no era posible que el Estado nacional sea llevado a juicio por su calidad de sujeto soberano.

A su vez, la otra postura, sostenida por legisladores de la envergadura de Vélez Sarsfield, Zavalía y Quintana con sustento en los principios liberales de la Constitución nacional y el respeto a los derechos de los particulares frente a los eventuales abusos gubernamentales, sostenía
que no mediaban escollos para que las personas pudieran para llevar ante los estrados judiciales a la Nación (41).

La posición reacia a la demandabilidad estatal fue la adoptada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir de los pronunciamientos dictados en los casos "Seste, Vicente y Seguich, Antonio", del 29 de septiembre de 1864 (42), y "Gómez, José Cándido", del 1 de junio de
1865 (43), en los cuales entendió, siguiendo la jurisprudencia de su par norteamericana que, por su condición de soberano, para demandar al Estado nacional era preciso obtener su consentimiento mediante el dictado de una ley del Congreso (venia legislativa).

Recién en el año 1900, mediante la ley 3952, se eliminó dicho requisito y se la sustituyó por la exigencia de un reclamo administrativo previo (44) a la promoción del pleito (art. 1°) (45). Sin embargo, debido a la interpretación restrictiva de la ley se descartó su aplicación a los
casos en que el Estado actuaba como "poder público" (46).

Por tal razón, en el año 1932 a través de la ley 11.634 se modificó la ley 3952 y se estableció la aplicación del recaudo del reclamo previo para cualquier tipo de pleito, tanto cuando obraba en "su condición de persona jurídica" como "de derecho público" (47).
De tal modo, si confrontamos lo que acontecía en la provincia de Buenos Aires, en virtud de lo dispuesto en la Constitución de 1873 y, a posteriori, en la de 1889, con lo que ocurría en la órbita nacional, es evidente que la provincia presentaba una situación de avanzaba, pues en

el ámbito federal para demandar al Estado era menester lleva adelante un engorroso trámite para obtener la venia del Congreso que finalmente culminó en 1932 con la modificación efectuada la ley 3952.
Por lo dicho, podemos afirmar que, en la temática que estamos abordando, la Constitución de 1873 colocó a la provincia de Buenos Aires a la vanguardia nacional.
V. Examen del art. 156, inc. 3 de la Constitución de 1873
Efectuados estos comentarios que sirven para valorar la trascendencia del art. 156, inc. 3 de la Constitución de 1873, examinaré sucintamente el alcance de lo allí previsto. Básicamente, lo que allí se determinó fue lo siguiente:
a) Se le asignó a la Suprema Corte de Justicia la competencia para decidir las causas contencioso-administrativas, lo cual impedía que pudieran crearse tribunales de primera instancia en la materia (48).
b) Se estableció que los pleitos debían tramitar en única instancia y en juicio pleno. Ello significaba, como lo apuntó Varela, en la nota introductoria a su proyecto de código, que no se trataba de una instancia de apelación para impugnar resoluciones administrativas, como ocurría

bajo el régimen del art. 9° de la ya citada ley 166 (49). Por eso, la Constitución establecía que las causas se deciden en una "única instancia".
Además, y concorde con ello el juicio pleno implicaba que no se trataba de una vía de impugnación restringida, sino similar a la de un proceso ordinario civil con amplitud para la alegación de los hechos y la producción de prueba (50).
c) Previo a acceder a la vía contencioso-administrativa era menester acudir a la autoridad administrativa competente y obtener una decisión denegatoria, lo cual exigía, en la generalidad de los casos efectuar una reclamación administrativa previa (51).
d) No se estableció concretamente contra que sujetos administrativos procedía la acción contencioso-administrativa, ya que el texto constitucional se limitó a disponer laxamente que la Suprema Corte intervenía previa denegación retardación de la "autoridad administrativa

competente" al reconocimiento de los derechos que se gestionan por parte interesada.
e) Por vía legislativa debía fijarse el plazo de caducidad para demandar, como también la regulación del procedimiento judicial, si bien en el art. 218, incluido en las disposiciones transitorias, se estableció el plazo de un mes para iniciar la acción contencioso-administrativa,

contado desde la fecha en que la autoridad administrativa hizo saber su resolución a la parte interesada.
f) A pesar de que se empleaba en la norma la referencia a las causas contencioso-administrativas, no se las definió. De tal modo, se dejó al legislador la tarea de precisar la materia contencioso-administrativa, lo que así hizo mucho tiempo después, en 1905, con el dictado de la ley

2961, esto es el Código de Procedimientos en lo Contencioso-Administrativo, y diversas leyes sectoriales (52).
Según Varela el alcance que quiso darle el art. 157, inc. 3° de la Constitución de Buenos Aires de 1889, que, como ya vimos reprodujo el texto del art. 156, inc. 3 de la Constitución de 1873, a la expresión causas contencioso-administrativas y a que se refiere su anteproyecto de

Código, es el de aquellas en que la autoridad administrativa no obra como persona jurídica, ni en uso de sus atribuciones discrecionales y no reglamentadas; solo y exclusivamente "son aquellas en que la reclamación se interpone, después de agotada la vía gubernativa, contra una
resolución dictada por la administración pública, en virtud de sus facultades, y en la cual vulnera un derecho establecido anteriormente, en favor del reclamante, por una ley, por un decreto, por un reglamento por cualquiera disposición administrativa" (53).

VI. La reforma constitucional de 1994
Con el paso del tiempo el modelo revisor del proceso contencioso-administrativo instaurado a partir de la Constitución de 1873 y reiterado en las constituciones de 1889 y 1934, y legislado en el añejo Código Contencioso Administrativo de 1905 (54), de indiscutibles méritos

doctrinarios para la época de su elaboración, dejó de constituir un eficaz instrumento para garantizar el sometimiento de la Administración pública al derecho y proteger los derechos de las personas frente los desbordes de la Administración.
Por tal motivo, a partir de la sanción de la Constitución de 1994, se produjo un cambio sustancial en la materia. En efecto, en el art. 166, último párrafo de dicho cuerpo normativo se suprimió la histórica competencia de la Suprema Corte de Justicia para entender en forma

originaria y exclusiva en materia contencioso-administrativa y se dispuso la creación de un fuero especializado en la materia, cuya puesta en funcionamiento tuvo inicio el 15 de diciembre de 2003. Además, se eliminó una serie de añejas instituciones que generaban situaciones de
denegación de justicia y que ya no se adaptaban a los nuevos requerimientos del Estado de derecho, orientado, decisivamente, hacia la justiciabilidad plena del obrar estatal (55) y a la vigencia irrestricta del derecho fundamental de la tutela efectiva (56), como tampoco a las
demandas que la sociedad dirige a la Administración de Justicia (57).

La Constitución de 1994 abrió paso a una concepción más abierta y protectora de los derechos de las personas caracterizada por el abandono del antiguo carácter revisor (58), una mayor amplitud en el acceso a la justicia tanto por la descentralización territorial de los órganos
judiciales integrantes del nuevo fuero contencioso-administrativo, la expansión de la legitimación activa y pasiva, como respecto de los recaudos habilitantes para ello; en particular el atinente al agotamiento de la vía administrativa que aparece relativizado al requerírselo en forma
excepcional (59), todo ello en congruencia con el principio de la tutela judicial efectiva que manda asegurar el art. 15 de la misma Constitución provincial (60).

VII. Conclusión
Por todo lo dicho, es indudable que, la regulación de la justicia contencioso-administrativa efectuada en la Constitución de 1873 fue decisiva en la historia de la justicia contencioso-administrativa argentina, no solo por lo que significó en su momento, sino también por la

proyección histórica que tuvo en nuestro derecho público, como respecto de otras provincias que siguieron el camino allí trazado.



Ciertamente, el largo proceso de desarrollo y evolución de la justicia contencioso-administrativa desde su instauración no puede entenderse que ha culminado con el régimen procesal administrativo implementado a partir de la reforma constitucional de 1994, la creación del fuero
especializado en la materia y el dictado del Código Contencioso Administrativo, pues más allá de que se han producido enormes avances y mejoras, aún queda un largo camino por recorrer.

No debe perderse de vista que, el principio constitucional de la tutela efectiva (61), que está en el núcleo del sistema de justicia administrativa bonaerense, es un instituto en continua construcción. Por eso, después de haber transcurrido casi 20 años desde la puesta en marcha del
fuero contencioso-administrativo es buen momento para efectuar un profundo examen del funcionamiento del sistema en todos sus aspectos y así verificar si se respeta cabalmente dicho principio y, emprender los ajustes pertinentes.

Este es el gran desafío que hoy tiene la provincia de Buenos Aires por delante, y que debe emprender sin prisa, pero sin pausa, pues, la delicada y trascedente misión de la justicia contencioso-administrativa en el Estado de derecho, de juzgar la legalidad de la actividad
administrativa y garantizar los derechos de las personas frente a las extralimitaciones del Poder Público, así lo demanda.

(1)  Después del estallido revolucionario del 11 de setiembre de 1852, se produjo la separación de la provincia de Buenos Aires de la Confederación Argentina. La unión de Buenos Aires a la Confederación Argentina por el Pacto del 11 de noviembre de 1859, conocido como San
José de Flores, llevó a una reforma del texto constitucional de 1854, que se producirá con la Constitución sancionada el 29 de noviembre de 1873 (CORBETTA, Juan Carlos, "Textos constitucionales de Buenos Aires", Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, La
Plata, 1983, p. 129, https://www.scba.gov.ar/digesto/textos-constitucionales-buenos-aires.pdf).

(2)  CORBETTA, "Textos constitucionales de Buenos Aires", ob. cit., p. 10.
(3)  Como antecedentes del texto del art. 129 cabe mencionar la Constitución de las Provincias Unidas de Sud América del 22 de abril de 1819, la cual en el art. XCVII, estableció la competencia originaria de la Alta Corte Suprema de Justicia para conocer de las causas "que
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(7)  DÍAZ COUSELO, José María, "Origen y consolidación del contencioso administrativo en la Provincia de Buenos Aires (1854-1906) y su influencia en el derecho público de las demás Provincias", Revista de Historia del Derecho, nro. 22, separata, UBA, Buenos Aires, 1994,
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con su previo consentimiento, y que el Congreso era el órgano del Estado competente para expresarlo" (MUÑOZ, Guillermo Andrés, "El reclamo administrativo previo", LA LEY, 1988-A, 1048).
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administrativos a tenor de lo dispuesto en el art. 166 —párrafo final— de la Constitución provincial (causa B. 59.464, "González, Juan de Dios contra Provincia de Buenos Aires (Ministerio de Justicia). Demanda contencioso-administrativa", sent. del 15/06/2011; causa B. 63.686,
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(61)  CASSAGNE, Juan Carlos, "El principio de la tutela judicial efectiva en el contencioso administrativo de la Provincia de Buenos Aires: un código modélico", RDA 144-3.
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